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Radicación n° 11001-02-03-000-2017-03538-00


AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO
Magistrado ponente

STC436-2018 
Radicación n° 11001-02-03-000-2017-03538-00
(Aprobado en sesión de veinticuatro de enero de dos mil dieciocho)

Bogotá, D. C., veinticuatro (24) de enero de dos mil dieciocho (2018). 

Se decide la acción de tutela instaurada por José Jaime Pacheco Gámez contra la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Marta y el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esa misma ciudad, trámite al cual se vinculó a las partes e intervinientes en el proceso que originó la queja.

ANTECEDENTES

1. El promotor del amparo reclamó protección constitucional de sus garantías fundamentales al debido proceso, propiedad privada, «contradicción del dictamen» y «a la aplicación y prevalencia del derecho sustantivo», que dice vulneradas por las autoridades judiciales accionadas.

Solicitó, en consecuencia, «se ordene al Juzgado Tercero Civil del Circuito de Santa Marta que tramite la contradicción del dictamen rendido dentro del proceso» objeto del reproche constitucional; que se «reconozca que el inmueble o franja de terreno objeto del despojo es una cosa sobre la que sí puede haber acción posesoria…»; y que, por tanto, se dejen sin efecto las sentencias del 8 de junio de 2016 y 16 de agosto de 2017.

De forma subsidiaria, reclamó que se ordene al Tribunal «conceder el recurso de casación oportunamente interpuesto (…) en contra de la sentencia de segunda instancia dictada el 16 de agosto de 2017».

2.	Son hechos relevantes para la definición de este asunto los siguientes:

2.1. José Jaime Pacheco Gámez presentó «demanda de interdicto posesorio» en contra de Máximo Alberto Campo Diazgranados, trámite en el que Cerro Blanco S.A. formuló intervención ad excludendum.

2.2. Mediante sentencia del 8 de junio de 2016, el juzgado accionado desestimó, tanto el libelo inicial como la referida intervención, decisión que impugnaron sus promotores, siendo confirmadas por el Tribunal enjuiciado con providencia del 16 de agosto de 2017.

2.3. Frente a ese último fallo el actor formuló recurso de casación, cuya concesión fue negada con auto del 9 de noviembre de 2017.

2.4. Por vía de tutela, criticó el demandante que los estrados enjuiciados desconocieron que «durante el trámite (…) del proceso (…) quedó establecido que la franja de terreno (…) objeto del despojo (…) es el mismo inmueble amparado por un título de dominio y propiedad plasmado (…) a nombre de la sociedad Cerro Blanco S.A., registrado (…) a folio 080-101311», por lo que erraron al concluir que se trataba de un bien sobre el que «no puede haber acción posesoria, por ser de aquellas cosas que no pueden ganarse por prescripción adquisitiva de dominio». 

2.5. Agregó que la experticia que reposaba en el trámite «fue apreciada de manera arbitraria, irracional y caprichosa», omitiéndose «su contradicción»; que el Tribunal «al momento de decidir sobre la concesión del recurso [de casación] (…) dejó de (…) aplicar (…) las normas pertinentes» que establecían la procedencia del mismo; y que confundió «el valor de los perjuicios sufridos por el recurrente (…) con el valor pecuniario del área de terreno (…) de la cual fue despojado…».

3.	La Corte admitió la demanda de amparo, el 12 de enero de 2018, ordenó librar las comunicaciones de rigor y pidió rendir los informes a que alude el artículo 19 del Decreto 2591 de 1991.


LA RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS Y VINCULADOS

1. La Juzgado Tercero Civil del Circuito de Santa Marta rindió informe sobre las actuaciones que adelantó en el proceso objeto de queja constitucional.

2. La Sala Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Marta destacó que «de los pronunciamientos efectuados (…) se vislumbra la ausencia de vulneración de los derechos invocados por el accionante, pues fueron el producto del examen minucioso de la legislación aplicable al caso…».

CONSIDERACIONES

1. Conforme al artículo 86 de la Constitución Política, la acción de tutela es un mecanismo jurídico concebido para proteger los derechos fundamentales, cuando son vulnerados o amenazados por los actos u omisiones de las autoridades públicas, en determinadas hipótesis, de los particulares, cuya naturaleza subsidiaria y residual no permite sustituir o desplazar a los jueces funcionalmente competentes, ni los medios comunes de defensa judicial.

Por lineamiento jurisprudencial, en tratándose de actuaciones y providencias judiciales, el resguardo procede de manera excepcional y limitado a la presencia de una irrefutable vía de hecho, cuando «el proceder ilegítimo no es dable removerlo a través de los medios ordinarios previstos en la ley» (CSJ STC 11 may. 2001, rad. nº 11001-22-03-000-2001-00183-01); y, por supuesto, se cumpla el requisito de la inmediatez.

2. De la demanda de tutela, extracta la Corte que el quejoso cuestionó (i) el proveído del 9 de noviembre de la anualidad pasada, a través del cual se negó la concesión del recurso extraordinario de casación que interpuso contra la sentencia de segunda instancia; y (ii) la valoración probatoria efectuada en el fallo de 16 de agosto de 2017, que confirmó el que dictó el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Santa Marta, el 8 de junio de 2016, mediante el cual fue desestimada la demanda posesoria que formuló contra Máximo Alberto Campo Diazgranados.

3. En lo que atañe al primero de los reclamos reseñados, esta acción constitucional carece de vocación de prosperidad, habida cuenta que, revisados los elementos de juicio allegados a esta sumaria tramitación, se advierte que el gestor del amparo no formuló reposición y, de ser el caso, queja, contra el referido proveído de 9 de noviembre de 2017, siendo ese el escenario propicio para debatir los aspectos relacionados con la procedencia del recurso extraordinario de casación.

De ese modo el reclamo actual resulta improcedente, toda vez que el descuido en el empleo de los medios de protección que existen hacia el interior de las actuaciones judiciales impide al juez de tutela interferir los trámites respectivos, pues la justicia constitucional no es remedio de último momento para rescatar oportunidades precluidas o términos fenecidos, lo que significa que cuando no se utilizan los mecanismos de protección previstos en el orden jurídico, las partes quedan vinculadas a las consecuencias de las decisiones que le sean adversas, en tanto el resultado sería el fruto de su propia incuria.

Entonces, si el promotor desperdició «las diferentes oportunidades procesales»:

(…) es inadmisible la pretensión de recurrir tal actuación por esta vía extraordinaria o de tratar de recuperar mediante ese instrumento tal posibilidad, puesto que no ha sido diseñado para rescatar términos derrochados, - pues los mismos son perentorios e improrrogables, tal y como lo prevé el artículo 118 del Código de Procedimiento Civil -, ni para establecer una paralela forma de control de las actuaciones judiciales, circunstancia que, acorde con reiterada jurisprudencia, impide la intervención del Juez constitucional en tanto no está dentro de la órbita de su competencia suplir la incuria, los desaciertos o descuidos de las partes en el ejercicio de sus facultades, cargas, o deberes procesales, pues esa no es la finalidad para la cual se instituyó la tutela. (CSJ STC, 6 jul. 2010, rad. 00241-01, criterio reiterado, entre muchas otras, en STC, 5 abr. 2011, rad. 00015-01).

4. En lo que atañe a la otra de las quejas del promotor, ha de resaltarse que en los precisos casos en los cuales el funcionario judicial incurra en un proceder claramente opuesto a la ley, por arbitrario o antojadizo, puede intervenir el juez de tutela con el fin de restablecer el orden jurídico si la afectada no cuenta con otro medio de protección judicial.

Al respecto, la Corte ha manifestado que,

(…) el Juez natural está dotado de discreta autonomía para interpretar las leyes, de modo que el amparo sólo se abre paso si ‘se detecta un error grosero o un yerro superlativo o mayúsculo que, abrupta y paladinamente cercene el ordenamiento positivo; cuando tenga lugar un ostensible e inadmisible resquebrajamiento de la función judicial; en suma, cuando se presenta una vía de hecho, así denominada por contraponerse en forma manifiesta al sistema jurídico, es posible reclamar el amparo del derecho fundamental constitucional vulnerado o amenazado(...), (CSJ STC, 11 may. 2001, rad. 0183, reiterada STC4269-2015 16 abr. 2015).

Así pues, se ha reconocido que cuando el Juez se aparta de la jurisprudencia, sin aportar argumentos valederos o cuando se presenta un defecto sustantivo en el proveído, entre otros, se estructura la denominada «vía de hecho».

[bookmark: _GoBack]5. Descendiendo al caso sub examine advierte la Corte que el estrado enjuiciado cometió un desafuero que amerita la injerencia de esta jurisdicción, por cuanto para desestimar la alzada que formuló el demandante contra la sentencia que dictó el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Santa Marta, el 8 de junio de 2016, tuvo por acreditada la propiedad del inmueble objeto del litigio con la confesión del actor, desconociendo que la prueba de dicho derecho, es reglada por el ordenamiento jurídico.

En efecto, el artículo 256 del Código General del Proceso establece que «[l]a falta del documento que la ley exija como solemnidad para la existencia o validez de un acto o contrato no podrá suplirse por otra prueba».

Pues bien, en materia de inmuebles, el artículo 1857 (inciso 2º) prescribe que «[l]a venta de los bienes raíces y servidumbres y la de una sucesión hereditaria, no se reputan perfectas ante la ley, mientras no se ha otorgado escritura pública» y, de otro lado, el artículo 12 del decreto 960 de 1970, consagra que «[d]eberán celebrarse por escritura pública todos los actos y contratos de disposición o gravamen de bienes inmuebles, y en general aquellos para los cuales la Ley exija esta solemnidad».

Sobre el particular, ha decantado la Sala que:

… para considerar a determinada persona dueña de un inmueble no sólo debe demostrarse el título de adquisición, sino también la tradición. Como se trata de prueba solemne, ambas cosas, conforme al estado actual de la jurisprudencia, deben enarbolarse a la vez, así y todo en el folio inmobiliario aparezca inscrito el negocio jurídico de que se trate y de ahí se adquiera certeza plena sobre su celebración, porque el acto o contrato no muta la propiedad, simplemente sirve de fuente de la obligación de transferirla, como sí la tradición, según el artículo 673 del Código Civil. En palabras de esta Corporación:

“(…) el vendedor, el mero contratante, no hace que el dominio se radique desde ya en cabeza del comprador, porque hasta allí no han realizado más que el simple título. Ese algo más, que de menos se echa, es que el vendedor cumpla la obligación de transferir el dominio; lo que acontecido válidamente, toma el nombre de tradición, que es precisamente el modo que hasta entonces se echaba de menos. Por manera que solamente cuando a la realización del título se suma la del modo, prodúcense ahí sí consecuencias jurídicas en punto de los derechos reales. El propietario anterior, quien entre tanto era apenas vendedor, al realizar el modo de la tradición, deja de serlo, porque tal derecho real de dominio se ubica entonces en cabeza del adquiriente, quien, correlativamente, en el entretanto, no fue más que un mero comprador o simple contratante” (cas. civ. de. 20 junio de 2000. Cfme: Sentencias Nos. 031 de 6 de mayo/98; 084 de 29 de septiembre/98; 020 de 9 de junio/99 y 029 de julio 29/99).

“Desde esta perspectiva, fácilmente se comprende que para acreditar la propiedad sea necesaria la prueba idónea del respectivo título,  aparejada de la constancia –o certificación- de haberse materializado el correspondiente modo. No el uno o el otro, sino los dos, pues cada cual da fe de fenómenos jurídicos diferentes, lo que se hace más incontestable cuando ambos son solemnes, como acontece tratándose de inmuebles, dado que la prueba de haberse hecho la tradición no da cuenta del título, que necesariamente debe constar en escritura pública (inc. 2, art. 1857 C.C. y 12 Dec. 960/70), ni la exhibición de dicho instrumento público, sin registrar, puede acreditar aquel modo, que reclama la inscripción del título en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos (art. 756 C.C. y 2º Dec. 1250/70) (…)”[footnoteRef:1].  [1:  Sentencia 234 de 16 de diciembre de 2004, expediente 7870.] 


Por lo mismo, cuando se trata de acreditar los antecedentes del derecho de dominio, se impone como necesario allegar los títulos contentivos de los negocios jurídicos respectivos y no solamente el certificado de tradición, porque como se observa en la explicación, éste es idóneo para demostrar las sucesivas tradiciones efectuadas, pero no la existencia de los negocios jurídicos allí referidos. (CSJ SC9493-2014).

Bajo esa óptica y descendiendo al caso bajo análisis, encuentra la Sala que al resolver la apelación, el Tribunal enjuiciado concluyó que:

… [las acciones posesorias] no  proceden respecto de inmuebles que no puedan ganarse por prescripción, como claramente lo determina el artículo 973 de la codificación en mención, por la sencilla razón que el fin último del poseedor, es hacerse dueño de la cosa a través de la prescripción adquisitiva a o usucapión.

(…)

Precisamente este fue el argumento del funcionario de primera instancia para declarar probada la excepción que dio al traste con las pretensiones de la demanda principal y la del interviniente lo que provocó las reacciones de estos como ya se anotó, de tal manera que la Sala entrará a analizar si le asistió razón aquel, antes de cualquier otra consideración.

En este evento desde la presentación de la demanda en el hecho noveno y para fundamentar su posesión, el promotor señaló que entre la Corporación Nacional de Turismo y él, se tramita desde 1986, un proceso de deslinde y amojonamiento sobre el predio base de este litigio, que actualmente cursa ante el Juzgado Cuarto Civil de Santa Marta, en el cual el distrito de esta localidad, por ser el vigente propietario del predio Salinas Marítimas de Pozos Colorados, sucedió procesalmente aquella.

Más adelante, durante el desarrollo del interrogatorio de parte que le fue formulado al ser requerido por el juez, para que precisara lo relativo a la sentencia favorable a aquella entidad en dicho juicio, respecto de una franja de terreno que debía restituir a la Corporación, en el sentido de si se refería a la que aquí se disputa señaló: “de conformidad a la sentencia del Juzgado Cuarto Civil del Circuito que no fue casado, sería la franja que abría que restituir en la respectiva diligencia, sería la que fue ocupada y de la que fui despojado por parte del  demandado y del interviniente”; lo cual, sin lugar a duda alguna, se convierte en una confesión sobre tal aspecto, que hace improcedente el interdicto posesorio, pues al ser de propiedad de una entidad de derecho público al tenor del artículo 375, numeral 4, del Código General del Proceso, antes 407 del Código de Procedimiento Civil, es imprescriptible y por ello no susceptible de este tipo de procesos.

Ahora bien, cuestiona el actor que el juez no haya valorado el dictamen pericial, como efectivamente ocurrió, y que en consecuencia se fundamentó en conjeturas para tomar la determinación. Sin embargo, ello no es cierto pues de acuerdo con lo acabado de examinar fue él, quien desde la demanda, puso de presente tal circunstancia, ratificándolo posteriormente, además, como lo concluyó el a-quo no hay discusión sobre la identidad del predio, pues el demandado aceptó venirlo ocupando pero no como consecuencia de  actos de despojo, sino en desarrollo del derecho de dominio que dice ostentar la sociedad Cerro Blanco S.A. sobre el bien. (Negrillas ajenas al texto original)
Entonces, evidente es que el estrado convocado infringió las normas antes mencionadas, al tener por acreditado que el dominio del bien en litigio estaba en cabeza del municipio de Santa Marta, con fundamento en la confesión del demandante, con lo que incurrió en un defecto fáctico, imponiéndose la concesión del amparo. 

Sobre la procedencia del resguardo, en tratándose de falencias en la valoración probatoria, ha dicho la Corporación que:

… ha explicado la Sala que “[u]no de los supuestos que estructura aquella [vía de hecho] es el defecto fáctico, en el que incurre el juzgador cuando sin razón justificada niega el decreto o la práctica de una prueba, omite su valoración o la hace en forma incompleta o distorsionando su contenido objetivo; incluso, cuando olvida apreciar el material probativo en conjunto o le confiere mérito probativo a un elemento de juicio que fue indebidamente recaudado. Esto, porque si bien los jueces tienen un amplio margen para valorar el acervo probatorio en el cual deben fundar su decisión y formar libremente su convicción, inspirándose en los principios científicos de la sana crítica  (artículo 187 del Código de Procedimiento Civil), también es cierto que jamás pueden ejercer dicho poder de manera arbitraria, irracional o caprichosa. Y es que la ponderación de los medios de persuasión implica la adopción de criterios objetivos, no simplemente supuestos por el fallador; racionales, es decir, que sopesen la magnitud y el impacto de cada elemento de juicio; y riguroso, esto es, que materialicen la función de administración de justicia que se le encomienda a los funcionarios judiciales sobre la base de pruebas debidamente incorporadas al proceso” (CSJ STC, 10 oct. 2012, rad. 2012-02231-00, reiterada en STC, 7 mar. 2013, rad. 2012-00522-01; y STC, 9 dic. 2014, rad. 2014-00210-01). 

6.	Lo considerado impone conceder el resguardo rogado, por lo que se ordenará a la sede judicial acusada que tras dejar sin efecto la determinación censurada, dicte una nueva decisión en la que valore todas las demás pruebas recaudadas, en caso de ser éstas insuficientes para dilucidar a quien pertenece el terreno en litigio, proceda a decretar, de oficio, las pruebas que considere necesarias para aclarar tal aspecto.

Finalmente, precisa esta Colegiatura que como el amparo concedido conlleva la invalidación de la referida providencia de 16 de agosto pasado, se abstendrá, por sustracción de materia, de definir las quejas elevadas frente a la apreciación del dictamen pericial practicado en el juicio censurado.

DECISIÓN

Con fundamento en lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, en Sala de Casación Civil, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, concede el resguardo al derecho al debido proceso de José Jaime Pacheco Gámez. En consecuencia, dispone:

Primero: Ordenar a la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Marta que, dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas, contado a partir de la fecha en la cual le sea devuelto el expediente contentivo del asunto objeto de esta queja, deje sin efecto el fallo calendado 16 de agosto de 2017, mediante el cual resolvió la alzada formulada contra la sentencia del 8 de junio de 2016, dictada por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esa misma ciudad.

Segundo: Cumplido lo anterior y, en un término no superior a 15 días, proceda a resolver la referida apelación o, en su defecto y de considerarlo necesario, decrete oficiosamente las pruebas que considere pertinentes, teniendo en cuenta las consideraciones precedentes.

Tercero: Ordenar al Juzgado Tercero Civil del Circuito de Santa Marta, remitir de inmediato y en un término no superior a un día, el expediente materia de la queja constitucional a la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de esa ciudad, para que dé cumplimiento a lo dispuesto en los ordinales anteriores.

Cuarto: En lo demás, se niega el amparo deprecado.

Quinto: Por secretaría devuélvase al juzgado de origen el expediente remitido en calidad de préstamo.

Sexto: Comuníquese telegráficamente lo aquí resuelto a las partes y, en oportunidad, remítanse las diligencias a la Corte Constitucional para su eventual revisión, en caso de no impugnarse.

	La autoridad accionada informará a esta Corporación sobre el cumplimiento de la orden impartida, dentro de los tres (3) días siguientes al vencimiento de aquél término.




AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO
Presidente de Sala
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